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MOYANO Y SAMANIEGO, 
CLAUDIO ANTONIOCLAUDIO ANTONIO

PEDRO ÁLVAREZ LÁZARO

Universidad Pontifi cia Comillas
pal@ilkm.upcomillas.es

Nacido en Fuentelapeña, aunque bautizado 

en La Bóveda de Toro (Zamora), 30 de 

octubre de 1809 – Madrid, 7 de marzo de 1890. El 

político, jurista y hacendado D. Claudio Moyano 

Samaniego no fue ni un fi lántropo ejemplar, ni un 

maestro que pasase a la historia por su entrega a la 

formación de los niños, ni un pedagogo en estricto 

sentido; sin embargo su nombre permanecerá imbo-

rrable en los anales de la educación española con-

temporánea. Durante el año que ostentó la cartera 

del Ministerio de Fomento, logró sacar adelante la 

Ley de Instrucción Pública (1857) que sería el texto 

de referencia obligada hasta la aprobación de otra 

ley de amplitud similar, la Ley General de Educación 

de 1970.

SU CONTEXTO VITAL Y SOCIOPOLÍTICO

Nació el seno de una familia de ricos terratenien-

tes muy infl uyente en la feraz comarca de la Guareña. 

Sus padres, Silverio Moyano Tejada y María Antonia 

Samaniego Sánchez, poseían un importante legado 

familiar que incrementaron sustancialmente con bie-

nes raíces procedentes de las desamortizaciones. Sus 

deudos representaban además todo un símbolo polí-

tico en la región: primero el abuelo paterno, Ramón, 

y después su padre, desde 1778 fueron sucesivamen-

te alcaldes de La Bóveda una docena de veces. Por 

vía materna su tío Antonio, padrino de bautismo de 

D. Claudio, destacó también en la política regional y 

llegó a ocupar un escaño en las Cortes progresistas 

de 1837 a 1841 por la circunscripción de Zamora. 

Considerando su ascendencia, Mateos Rodríguez deja 

sentado que el linaje de los Moyano, emparentado 

con los Samaniego y los Pedrero, constituía sin duda 

la más rancia estirpe civil de la comarca bovedana al 

margen de la Iglesia. Pedro Álvarez Lázaro.

En un clima familiar tan propicio, Claudio Moyano 

inició, ya en la pubertad, un aprendizaje político de 

abierta orientación liberal en su propio hogar. Du-

rante la llamada década ominosa obtuvo los títulos 

de bachiller y licenciado en las Universidades de Sa-

lamanca y Valladolid, participando simultáneamente 

en las protestas estudiantiles contra el absolutismo 

de Fernando VII y contra la represión universitaria 

ejercida por Calomarde, y en 1833 se doctoró en 

Cánones y en Leyes. Con María Cristina regente, el 

7 de enero de 1835, a la tempana edad de 25 años, 

tomó posesión de la plaza de sustituto de la cátedra 

de Instituciones Civiles de la Universidad de Valla-

Grandes de la educación
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dolid, pasando a ocupar en las mismas condiciones 

la cátedra de Economía Política General y Aplicada 

a la Legislación el 12 de noviembre del año siguiente. 

Como quiera que la Dirección General de Estudios 

hubiera prohibido sine die las oposiciones a cátedras 

vacantes, Claudio Moyano permaneció once años en 

situación de interinidad obligada, pero fi nalmente, 

acogiéndose a las disposiciones ministeriales decre-

tadas por Pedro José Pidal en 1845, el 28 de febrero 

de 1846 obtuvo en propiedad la cátedra de Economía 

Política y Derecho Político y Administrativo sin pre-

via oposición.

Afecto a las doctrinas librecambistas que en-

señaba en las aulas y partidario de la monarquía 

constitucional, durante la Regencia de María Cris-

tina mantuvo posturas decididamente progresistas. 

Por diversos actos de civismo, en 1836 fi guró como 

Capitán de la Milicia Nacional y en 1841 alcanzó el 

puesto de Alcalde de Valladolid, cargo en que ape-

nas se mantuvo un año pero que acabó cimentan-

do su popularidad. Enfrentado sin embargo años 

después al cesarismo liberal de Espartero, contra 

quien se sublevó en mayo de 1843 acaudillando las 

fuerzas de la Milicia, osciló hacia las posiciones del 

moderantismo constitucional y pasó a engrosar los 

cuadros centristas de los puritanos encabezados por 

Joaquín Francisco Pacheco. En la tribuna y en la cá-

tedra cambió su discurso y empezó a propagar los 

principios del liberalismo doctrinario, abogando en 

favor de una política económica proteccionista y del 

sufragio censitario.

El año 1843, fi gurando ya en el ala de izquierda de 

los conservadores y coincidiendo con los trepidan-

tes meses de la caída del príncipe de Vergara y de la 

mayoría de edad de Isabel II, comenzó su actividad 

parlamentaria al ser elegido por primera vez diputa-

do a Cortes por el distrito único de Zamora. Apo-

yado en la tupida y extensa red clientelar que tenía 

tendida en su tierra chica, repetiría casi ininterrum-

pidamente su éxito electoral a Cortes: diputado otra 

vez por la provincia de Zamora en reemplazo del 

duque de Veragua en 1844 (tomó posesión el 8 de 

abril de 1845), después por el distrito electoral 

de Toro (1846, 1850 y 1851), por Valladolid en 1853 

y de nuevo por la provincia de Zamora (de 1854 a 

1867). Congruente con su patrimonio rústico y con 

los intereses de sus electores, las intervenciones en 

el Parlamento de D. Claudio se centraron funda-

mentalmente en cuestiones de fomento y agricultu-

ra, especialmente en las que afectaban a las regiones 

trigueras. Sus enemigos políticos provinciales, entre 

los que llegó a contarse el gobernador civil Genaro 

Alas, padre del insigne escritor Leopoldo Alas Ure-

ña (“Clarín”), fueron poderosos e infl uyentes, pero 

convirtió el distrito de Toro-Fuentesauco en un feu-

do personal y su fi gura sobresalió como la de un au-

téntico patriarca provincial.

También en el mismo año de la mayoría de edad 

de Isabel II, respaldado al parecer por el ministro de 

la Gobernación Fermín Caballero, por Real orden 

de 5 de octubre fue nombrado Rector de la Uni-

versidad de Valladolid. Desde el rectorado impulsó 

las enseñanzas médicas y científi co-técnicas, ins-

taló laboratorios, reformó la biblioteca y mejoró 

sensiblemente los servicios e instalaciones universi-

tarias. Según atestiguan sus contemporáneos Fran-

cisco Vargas y Vicente Lobo, muy críticos por otro 

lado con las actuaciones de D. Claudio en las Cortes 

durante estos años, elevó la Universidad de Valladolid 

a un grado a que hasta entonces jamás había podido 

llegar. Los mismos cronistas destacan que desempe-

ñó fi el y competentemente su cátedra, pues jamás 

faltó un día a clase y sus dotes didácticas y trato res-

petuoso y cercano le granjearon la admiración de sus 

alumnos. Tuvo además el acierto de incorporar en su 

programa de Economía Política varios temas relativos 

a Economía del Estado, convirtiéndose en uno de 

los promotores de la aparición de la Hacienda Pública 

como disciplina universitaria. El 28 de marzo de 1850, 

tras seis años largos de gestión rectoral que mereció 

una general aprobación del claustro de Valladolid, fue 

signifi cativamente trasladado por el Gobierno al rec-

torado la Universidad Central de Madrid a modo de 

funcionario. Apenas un año más tarde, debido pro-

bablemente a los serios enfrentamientos que tuvo 

Monumento a Claudio Moyano.
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con Bravo Murillo, quedó relevado del cargo; pero el 

prestigio académico ganado, su preparación en dere-

cho político y hacienda pública y su experiencia par-

lamentaria le auparían en poco tiempo al ministerio 

de Fomento.

El desquiciado fi nal de la década moderada y su 

especialización en temas de economía y agricultura 

propiciaron el comienzo de la etapa ministerial de 

Moyano. Favorecido por la caída de Bravo Murillo, 

el 21 de junio de 1853 aceptó la cartera de Fomento 

que le encomendó el general Francisco de Lersundi . 

Este primer ejercicio no pudo ser fecundo por su 

brevedad, pues incapaz de ayudar a reconducir el 

proceso de desintegración en que estaban sumidos 

entonces los moderados, dimitió tempranamente el 

10 de agosto alegando ofi cialmente motivos de salud. 

Superado el Bienio progresista, en el que se opuso 

frontalmente a la desamortización de Madoz, desde 

el 12 de octubre de 1856 hasta el 15 de octubre del 

siguiente año volvió a repetir cartera, esta vez con 

notable éxito, en el cuarto gobierno presidido por 

su antiguo adversario Ramón M.ª Narváez. Su segun-

da gestión ministerial fue corta pero decisiva: en tan 

solo un año resolvió los expedientes de ferrocarri-

les pendientes de aprobación, planifi có importan-

tes cambios urbanísticos en Madrid (reforma de la 

Puerta del Sol y propuestas de planes de ensanche 

en Argüelles, Chamberí, Salamanca y Retiro) y, sobre 

todo, aprovechando la necesidad largamente sentida 

por los diversos partidos de estabilizar legalmente 

la enseñanza en España, en el tiempo record de algo 

más de un mes consiguió sancionar la Ley de Instruc-

ción Pública que constituye la coronación del sistema 

educativo liberal español.

GESTOR DE UNA LEY NACIDA PARA SER CENTENARIA

La Ley Moyano, como ha sido conocida por la pos-

teridad, no aportó grandes novedades, pues prác-

ticamente se redujo a compendiar las reformas ya 

propuestas en anteriores planes liberales de distinto 

signo, pero tuvo el mérito de aunar voluntades, la 

relevancia de alzarse en la primera Ley general de 

educación realmente vigente en España y el éxito de 

convertirse con el paso del tiempo en una ley cente-

naria. Para lograr rápidamente sus propósitos, Moya-

no envió estratégicamente a las Cortes un proyecto 

de ley de bases que contenía los principios esenciales 

que debían inspirar el sistema educativo y que auto-

rizaba al gobierno a elaborar posteriormente una ley 

más detallada. En el preceptivo debate parlamenta-

rio, el patricio zamorano dio sobradas pruebas de 

su moderantismo conciliador y de grandes recursos 

oratorios, consiguiendo salvar limpiamente el escollo 

de algunos diputados moderados y del grupo minori-

tario neo-católico que exigían atribuciones desmedi-

das para la Iglesia en la enseñanza pública. Resaltando 

la catolicidad del Congreso y la suya propia, adujo 

que una ley de tal naturaleza no debía entrar a regu-

lar lo que ya el Estado había asegurado y garantizado 

por leyes fundamentales superiores (Constitución de 

1845 y Concordato de 1851). El proyecto de ley de 

bases quedó aprobado sin modifi cación el 17 de julio 

de 1857; y el proyecto legal defi nitivo, elaborado por 

una comisión ad hoc, fue aceptado por consenso ge-

neral y sancionado el 9 de septiembre siguiente. En 

el orden jurídico formal, la Ley Moyano estableció la 

enseñanza obligatoria entre los 6 y 9 años, dispuso 

la gratuidad limitada de la enseñanza primaria, dise-

ñó y organizó todos los niveles educativos, ordenó 

la carrera docente, centralizó la administración edu-

cativa, reguló, aunque precariamente, la libertad de 

enseñanza y articuló los acuerdos escolares con la 

Iglesia. Tres décadas más tarde se jactaba Moyano 

en el Senado: “Esta ley ha durado y durará muchos 

años porque dicha ley, y eso lo puedo decir muy alto, 

fue una ley nacional, no de partido”. Sus palabras se 

ajustaban a la realidad y acertaban en su predicción 

de futuro, pues la ley disfrutó de alto consenso na-

cional y se mantuvo vigente hasta la Ley General de 

Educación de 1970.

Portada de la Ley Moyano.
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para saber más

FRAGO, A.•  (1982). Política y educación en los orí-

genes de la España contemporánea. Madrid: Si-

glo XXI.

AA.VV. (1995). • Moderantismo y educación en Es-

paña. Estudios en torno a la Ley Moyano. Zamo-

ra: Instituto de Estudios Zamoranos Florián de 

Ocampo.

EL ACADÉMICO EMBLEMÁTICO E ISABELINO 

DECADENTE

D. Claudio no formó parte de los gobiernos de 

O’Donnell, sin embargo durante los cinco años de domi-

nio de la Unión Liberal (1858-1863) mantuvo su au-

toridad en las Cortes y fue nombrado miembro de la 

Comisión permanente inspectora de las operaciones 

de la Dirección General de la deuda pública. Acadé-

micamente su imagen salió robustecida al ser elegido 

el 26 de noviembre de 1857 individuo de número, 

medalla n.º 13, de la Real Academia de Ciencias Mora-

les y Políticas, institución creada, en aplicación de su 

fl amante ley, por Real Decreto de 30 de septiembre 

anterior y presidida desde su origen por Pedro José 

Pidal. Tras la crisis de la Unión Liberal todavía volve-

ría a dirigir por tercera vez Fomento, integrando el 

efímero y débil gabinete de Lorenzo Arrazola entre 

el 17 de enero y el 1 de marzo de 1864. Durante sus 

cuarenta días de mandato puso en marcha el proyecto 

del tramo de ferrocarril Medina-Zamora, importante 

para los intereses agrarios castellanos, pero también 

para los suyos propios, y encargó el proyecto de la lí-

nea Cáceres-Zamora por Salamanca. Este mismo año 

le fue concedida la Gran Cruz de Carlos III. A partir 

de entonces comenzó su declive en la política guber-

namental, en gran medida provocado por su fi deli-

dad inquebrantable a la causa isabelina. Consecuente 

con su talante liberal y monárquico, en vísperas de 

la revolución de 1868 se opuso a la intolerancia del 

Marqués de Orovio y de Severo Catalina, a la vez 

que consideró una felonía a la Corona el pacto de la 

Unión Liberal con progresistas y demócratas. 

Ante el fraccionamiento del consenso de los con-

servadores en los meses pre-revolucionarios, perma-

neció en el grupo de los moderados históricos que 

enarbolaron la bandera de la Constitución de 1845 

y persiguieron la reintegración en el trono de Isabel 

II. Inclinándose defi nitivamente hacia posiciones ne-

tamente conservadoras, durante el Sexenio se dis-

tanció de la política activa y en la Restauración no 

quiso adaptarse a los ritmos políticos del turnismo 

y se negó a formar parte del nuevo Partido Liberal 

Conservador, recriminando a Cánovas su falta de 

apoyo a Isabel II en tiempos recios y su connivencia 

con los revolucionarios septembrinos. En 1876 repe-

tiría por última vez escaño en las Cortes por el distri-

to de Valladolid, y el año 1879 todavía fue consultado 

formalmente por Alfonso XII, en condición de re-

presentante del tradicional Partido Moderado, sobre 

la constitución del gobierno que fi nalmente presidi-

ría el general Martínez Campos tras la dimisión de 

Cánovas; sin embargo en 1884, en una reunión que 

tuvo lugar precisamente en su domicilio madrileño el 

31 de enero, no pudo evitar que la mayor parte de 

sus correligionarios rechazasen su encastillamiento y 

acordasen asumir la política de Cánovas afín a ellos. 

Desde entonces se consideró a sí mismo como el úni-

co sobreviviente de los moderados históricos puros. 
En 1881 fue elegido Senador a Cortes por la Univer-
sidad Central (legislaturas1882-1883 y 1884-1885) y 
el 25 de abril de 1886, reconociendo los méritos de 
su larga trayectoria política, el Gobierno Sagasta lo 
nombró Senador Vitalicio.

Simultáneamente, con el pasar de los años Clau-
dio Moyano se fue afi ncando cada vez en su terruño 
zamorano (en 1870 ocupaba el puesto 24 en el listado 
de mayores contribuyentes territoriales de la provin-
cia y a fi nales de los años 80 fi guraba en n.º 10). Sus 
conveniencias patrimoniales contribuyeron, sin duda, 
a endurecer su política económica proteccionista 
y a defender con denuedo los intereses del campo 
castellano. Movido por los acuerdos internacionales 
comerciales fi rmados por Sagasta, junto con el libe-
ral Germán Gamazo y el republicano José Muro con-
formó el principal grupo castellano inspirador de la 
Liga Agraria, fundada a fi nales de 1887 para crear una 
conciencia regional contra las importaciones masivas 
de cereal, en la que en realidad se identifi caban los 
intereses de la región con los intereses de la burgue-
sía agraria. Tras una larga vida de algo más de ochen-
ta años, falleció en Madrid, sin dejar descendencia, 
al declinar el invierno de 1890. Sus restos mortales, 
velados en la sede de la Real Academia de Jurispru-
dencia y Legislación, de la que llegó a ser presidente 
por elección del 29 de mayo de 1853 cuando se de-
nominaba Academia Matritense de Jurisprudencia y 
Legislación, fueron trasladados a hombros por ocho 
académicos desde la capilla ardiente al furgón que los 
condujo al cementerio de Fuentelapeña para ser en-
terrados en su panteón familiar.

Claudio Moyano Samaniego ejerció una variada 
actividad política, académica, urbanística e industrial, 
pero su nombre ha sobrevivido vinculado fundamen-
talmente al mundo de la enseñanza. Probó siempre al 
Magisterio su cariño y el Magisterio le correspondió 
cumplidamente, como demostró nombrándole Presi-
dente de Honor del Congreso Pedagógico Nacional 
celebrado en Madrid entre mayo y junio de 1882 y eri-
giéndole una estatua, esculpida por Agustín Querol e 
inaugurada por el ministro Antonio García Alix el 11 
de noviembre de 1900, lindante con la primera sede 
del recién creado Ministerio de Instrucción Pública y 
Bellas Artes situada en la glorieta de Atocha. ■
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ESCUELAS Y MAESTROS EN LA LEY MOYANO

«Art. 1. La primera enseñanza se divide en elemental y 
superior.

Art. 2. La primera enseñanza elemental comprende:
Primero. Doctrina cristiana y nociones de Historia sagrada, 

acomodadas a los niños.
Segundo. Lectura.
Tercero. Escritura.
Cuarto. Principios de Gramática castellana, con ejercicios 

de Ortografía.
Quinto. Principios de Aritmética, con el sistema legal de 

medidas, pesas y monedas.
Sexto. Breves nociones de Agricultura, Industria y Comer-

cio, según las localidades.
Art. 4. La primera enseñanza superior abraza, además de 

una prudente ampliación de las materias comprendidas en el 
artículo 2º:

Primero. Principios de Geometría, de Dibujo lineal y de 
Agrimensura.

Segundo. Rudimentos de Historia y Geografía, especial-
mente de España.

Tercero. Nociones generales de Física y de Historia natural 
acomodadas a las necesidades más comunes de la vida.

Art. 5. En las enseñanzas elemental y superior de las niñas se 
omitirán los estudios de que tratan el párrafo sexto del art. 2.º y 
los párrafos primero y tercero del art. 4.º, reemplazándose con:

Primero. Labores propias de su sexo.
Segundo. Elementos de Dibujo aplicado a las mismas labo-

res.
Tercero. Ligeras nociones de Higiene doméstica.
Art. 7. La primera enseñanza elemental es obligatoria para 

todos los españoles. Los padres o tutores o encargados envia-
rán a las escuelas públicas a sus hijos y pupilos desde la edad 
de seis años hasta la de nueve; a no ser que les proporcionen 
sufi cientemente esta clase de instrucción en sus casas o en 
establecimiento particular.

Art. 8. Los que no cumplieren con este deber, habiendo 
escuela en el pueblo o a distancia tal que puedan los niños 
concurrir a ella cómodamente, serán amonestados y compe-
lidos por la Autoridad y castigados en su caso con la multa de 
2 hasta 20 reales.

Art. 9. La primera enseñanza elemental se dará gratuita-
mente en las escuelas públicas a los niños cuyos padres, tutores 
o encargados no puedan pagarla, mediante certifi cación expe-
dida al efecto por el respectivo Cura párroco y visada por el 
Alcalde del pueblo.

Art. 10. Los estudios de la primera enseñanza no están 
sujetos a determinado número de cursos: las lecciones dura-
rán todo el año, disminuyéndose en la canícula el número de 
horas de clase.

Art. 11. El Gobierno procurará que los respectivos Curas 
párrocos tengan repasos de Doctrina y Moral cristiana para 
los niños de las Escuelas elementales, lo menos una vez cada 
semana.

Art. 86. Todas las asignaturas de la primera y segunda ense-
ñanza, las de las carreras profesionales y superiores y las de las 
facultades hasta el grado de Licenciado, se estudiarán por libros 
de texto: estos libros serán señalados en listas que el Gobierno 
publicará cada tres años.

Art. 87. La Doctrina cristiana se estudiará por el Catecismo 
que señale el Prelado de la diócesis (...).

Art. 99. Las Escuelas son elementales o superiores, según 
que abracen las materias señaladas a cada uno de estos dos 
grados de la enseñanza.

Art. 100. En todo pueblo de 500 almas habrá necesaria-
mente una Escuela pública elemental de niños, y otra, aunque 
sea incompleta, de niñas. Las incompletas de niños sólo se con-
sentirán en pueblos de menor vecindario.

Art. 101. En los pueblos que lleguen a 2.000 almas habrá 
dos Escuelas completas de niños y otras dos de niñas. En los 
que tengan 4.000 almas habrá tres; y así sucesivamente, aumen-
tándose una Escuela de cada sexo por cada 2.000 habitantes, y 
contándose en este número las Escuelas privadas; pero la ter-
cera parte, a lo menos, será siempre de Escuelas públicas (...).

Art. 104. En las capitales de provincia y poblaciones que 
lleguen a 10.000 almas, una de las Escuelas públicas deberá ser 
superior. Los Ayuntamientos podrán establecerla también en 
los pueblos de menor vecindario cuando lo crean conveniente, 
sin perjuicio de sostener la elemental.

Art. 105. El Gobierno cuidará de que, por lo menos, en las 
capitales de provincia y pueblos que lleguen a 10.000 almas, se 
establezcan además Escuelas de párvulos.

Art. 106. Igualmente fomentará el establecimiento de lec-
ciones de noche o de domingo para los adultos cuya instruc-
ción haya sido descuidada, o que quieran adelantar en conoci-
mientos (...).

Art. 153. Podrá el Gobierno conceder autorización para 
abrir Escuelas y Colegios de primera y segunda enseñanza, a los 
institutos religiosos de ambos sexos legalmente establecidos 
en España, cuyo objeto sea la enseñanza pública, dispensando 
a sus jefes y Profesores del título y fi anza que exige el artículo 
150 (...).

Art. 167. Para ejercer el Profesorado en todas las enseñan-
zas se requiere:

Primero: ser español, circunstancia que puede dispensarse 
a los Profesores de Lenguas vivas y a los de Música vocal e 
instrumental.

Segundo: justifi car buena conducta religiosa y moral.
Art. 168. No podrán ejercer el Profesorado:
Primero. Los que padezcan enfermedad o defecto físico 

que imposibilite para la enseñanza.
Segundo. Los que hubieren sido condenados a penas afl ic-

tivas o que lleven consigo la inhabilitación absoluta para cargos 
públicos y derechos políticos, a no obtener una rehabilitación 
sufi ciente y especial para la enseñanza (...).

Art. 174. El ejercicio del Profesorado es compatible con el 
de cualquier profesión honrosa que no perjudique el cumplido 
desempeño de la enseñanza, e incompatible con todo otro 
empleo o destino público (...).

Art. 294. El Gobierno ejercerá su inspección y vigilancia 
sobre los Establecimientos de instrucción, así públicos como 
privados.

Art. 295. Las Autoridades civiles y académicas cuidarán, 
bajo su más estrecha responsabilidad, de que ni en los Estable-
cimientos públicos de enseñanza ni en los privados se ponga 
impedimento alguno a los RR. Obispos y demás Prelados dio-
cesanos, encargados por su ministerio de velar sobre la pureza 
de la doctrina, de la Fe y de las costumbres, y sobre la educa-
ción religiosa de la juventud, en el ejercicio de este cargo.

Art. 296. Cuando un Prelado diocesano advierta que en los 
libros de texto o en las explicaciones de los Profesores se emi-
tan doctrinas perjudiciales a la buena educación religiosa de la 
juventud, dará cuenta al Gobierno; quien instruirá el oportuno 
expediente, oyendo al Real Consejo de Instrucción pública, y 
consultando, si lo creyere necesario, a otros Prelados y al Con-
sejo Real.»

Ley de Instrucción Pública de 9 de septiembre de 1857. En M.E.C. 
(1979). Historia de la Educación en España II. De las Cortes de 
Cádiz a la Revolución de 1868. Madrid: Ministerio de Educación 
y Ciencia, pp. 244-302.
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